
EÑTRADA N'377-13 MAGISTRADO ¡-UIS RAMEN FABREGA S.

ACCION DE INCONSIITUCIONALIDAD PROPUESTA POR LOS LiCENCIADOS IVIIGUEL ANTONIO BERNAL
V,ILLALAZ Y LUIS ROGELIO GARCÍA CONTRA EL ARTÍCULO 1, PARRAFO 1, Y EL AR IICULO 14 DE LA LEY
N'24 DE B DE ABRIL DE 20,13, QUE CREA A LA AUTORIDAD NOOACIONAL DE INGRESOS PÚBLICOS.

Panamá, once (11) de agosto de dos mil catorce (2014).

VISTOS:

Conoce ei Pleno de la

lnconstitucionalidad propuesta

Viilaiaz y Luis Rogelio García,

Corte Suprenia de Justicia, la Acción de

por los Licenciados Miguel Antonio Bernal

contra el artículo 1 y el artículo 14 de la Ley

N"24 de 8 de abril de 2013 "Que crea la Autoridad Nacional de lngresos

Públ'cos".

Normas acusadas de lnconstitucio nal :

(1) "Artículo 1. Se crea la Autoridad Nacional de lngresos
Públicos (ANIP) como una institución autónoma del
Estado, con competencia nacional, personería jurídica,
patrimonio propio y autonomía administrativa, funcional y
financiera.
La Autoridad esta¡'á integrada y i'evestida de todas las
funciones, potestades y prerrogativas otorgadas por ley a
la Dirección General de lngrescs del Ministerio de
Economía y Finanzas.
Para todos los efectos, se entiende que la Autoridad
Nacional de lngresos Públicos subroga en todas sus
funciones, deberes, potestades y denrás que por ley se
encuentren consignacios a favor de la Direccíón General
de lngresos del Ministerio de Economía y Finanzas.".

(2) "Artículo 14. El admrnistrador nacional de íngresos
Públicos será el funcionario con mayor nivel jerárquico,
cuya designación corresponderá al Órgano Ejecutivo para



un período de siete años y deberá ser ratificado por la
Asamblea Nacional".

Norrnas ConstitueionaÍes lnfringídas y el Gancepto de la

lnfraccién:

Afirman ios recurrentes, que el párrafo 1 dei artícuio 1 de la Ley No.24

cie 2013, infi'inge ei nun"¡eral 5 cjel ar1ícuic 184. E¡ concepto de infracción lo

precisan los letrados en lcs siguientes aspectos:

"(a) Al cercenar la facultad y deber constitucional que tiene
ei Presidente d¡ la F..púi,1,;; "le ;,gii;r ia iecaudación y

administración de las rentas nacionales; y
(b) Al cercenar la facultad y deber constitucional que tiene
el Ministro de Economía y Finanzas de participar
conjuntamente con el Presidente de la República en vigilar
la recaudación y administración de ias rentas nacionales,
dado que el único papel que la nueva Lay (sic) otorga a
Ministerio de Economía y Finanzas es representar al
Administrador Nacional de lngresos Públicos en los
Consejos de Gabinete, sin ninguna otra función (artículo
3).
(c) En este contexto es conveniente y necesario señalar
que la recientemente creada Autoridad Nacional de
lngresos Públicos no tiene aprobado el reglamento que
rige su funcionamiento y que, al tratarse de entidad
pública bajo Ia directa supervrsión del P¡,esidente de la
República y el Ministerio de Economía y Finanzas, al
otorgársele autonomía adminisirativa se (sic) infringiendo
ei fstacio Constiiuciona! cie Derecho"".

También señaia ei demandanie que: "de ecuerso con el segundo (2') y

iercer (3') párrafos del artículo 1 de la Ley No.24 de 2013, la nueva Autoridad

Nacianal de lngresos subroga en tcdas sus funcianes y potestades a la

Dirección General de lngresos, un seruicio que hasta la promulgación de esta

Ley era realizada por una repaftición bajo la dirección det lllinisterio de

Econamía y Finanzas."



Además, señala que el artícuio uno de ia Ley 24 de 2A13, infringe

disposiciÓn contenida en ei numeral 5 ciei articuio 184 de la Constitución,

ci¡al esiablece lo siguiente:

"Artículo 184. Son atribuciones que ejerce el Presidente
de ia Repúbiica con la pariicipación del Ministro
respectivo:

5. Vigilar ia recaudación y administracíón de las rentas
nacicnales.

Respecto ai artícuio 14 de la Ley N" 24 de I de abril de 2015,

sostiene que su contravención se produce en cuanto:

"...infringe el numeral 1i dei artículo 184 de la
Constitución Política de la R.epública al fijar el período de
ejercicio Cel Director liacionai de lngresos Públicos en
siete (7) años, cercenando Ia potestad asiqnada por
mandato constitucional a cada Presidente de la
República para desiqnar durante su mandato al
A_drninlstrador Nacional de inqresos Nacionales".
(Enfasis supiido por los accionantes)

Luego de ic anterior, la acción de inconstitucionaiidad fue admitida y, en

virtud de ello, se corrió en trasiado ai Procuracior General de la Nación, quien

mediante vista consideró que los artículos 1 y 14 de la Ley N'24 de ocho (B)

de abrii de cjos mii trece (2013), no son inconstitucionales.

En cuanto al artículo 1, sustenta su parecer en las siguientes

ai'g urnentaciones.

"...si bien es cierto que mediante ei ariículo 1 de la Ley
N'24 de 8 de abril de 2C13, se desvincula legalmente a la
eniiCad recaudadora de ingresos cÍei país, dei Ministerio
de Economía y Finanzas y el de Fresidente la República;

ia

el



ei argumento de vuineración cc¡nstitucional exige un
análisis prolijo de ios preceptos legaies que la regulan.

En este sentido, en la Ley N"24 de 2013 encontramos
normas como su arl[cr,¡io 3, que dispone que la Autoridad
nacronai de ingresos Públicos ejerza su jurisdicción
conforme a la poiítica y orientacíon ciei Órgano Ejecutivo y
a la fiscaiización de la Cantraloría General de la
República. Ei artículo 6, establece en su tercer párrafo que
la Autoridao Nacional de lngresos Públicos ejecutará las
p*líi;cas flscaies que prapüílga *i Órganc Ejecutivo, así
cüír"io ias ieyes fiscafes y üemás nüimas que i'egulen la
n: :i+ri:

A; a0entrai'r¡cs ai argu;'nenic de censura, dentro dei
Capíiuie lil, t;iuiado ia Esti-i;ciuia Crganica, ei artícuio 8,
est¿biucc q';e i; Au;cridad i"Ja+ic¡':ai de !;lgresos Públicos
¿S;;;¿ ;; l'iüg,-,:uü e¡-,.i á .j., rir *Lr'É.,.,-;,Jlo", iJi;" ii'tá rUi;l¿
Directiva.

Asimismo, en el ar1ícuio 10 reiaiivo a ias funciones de la
Junta Directiva, su numeral 3 establece la retribución de
supervisar ia gestión de la Administrac:én Nacicnal y
exigri'ie rendición de cuenias sc0re sus actCIs; en
concordancia con el numerai 6 de la misma norma a estos
que facultai'r a dicha a la (sic) junta a esiablecer, previa
recorlenCación dei Acnrinistracicr Gerrei'ai, las directrices
para el buen funcionamiento cie la insiitución, de acuerdo
ccn la poiítica cie cjesarroiio econém¡co esiabiecicla por e!
Organo Ejecutivo.

Ei ariículc 20, pcr su parie, estabie ce que ei arjministracor
r:acici;ai ce ingi"esos Púbiicos debi:ra ¡-*ponai- ai Minister-:o
ue Eco¡-¡oi-r:ia y Finarizas tlcia iriÍoinlac;¿n acerca de la
ari¡riiir:siraciorr y manejo de ja revccac¡ón de ingresos
+ . ,., -.. ..; .ii,iuiai iüs r¡ ,a AuiCf ¡J;- .\¡¿ü;inái JÉ ,:';g,eSOS Pút¡l,COS.

t':¡ á¡ :dirS,S ¿il ¿!il1;, ti.- Ce :,j¡ nü:iniS deSC¡',[as, SC

desptenCe ccrl cia;i¿ac q!e pesd i ..:ü úi arilruic 1', flo
vincuia iegairnente ia Autsriüac ir¡acionai de lngresos
PúblÍcos al Ministerio de Economía y Finanzas, a través
cel resto de ias pauias se curirplen claramente las
atribuciones de vigiiar ia ¡"ecat¡cjacicn 1t aiministración de
las ¡entas nacionaies exigicas ai ,Jig;tnc Ejecutivo en e!
ariículc 184 cie ia Co*stituc¡ón Polít;ca
Lc anterior es así, debicjo a que no séic es el órgano
Ejecutivo ei encargadc cje dirigir y crientar a ia Autoridai
Nacionai de ingresos Fúbiic,:s en cuanto al cumpitnriento
cje srs aÍribuciones icgaies, sino porque la iunta Directiva
cie ia Auicridad iriacianai de inEiesos Fúblicos está
presr,JiCa por ei Ministerio de EconcmÍa y Finanzas,
aoemás de estai" conícrmada por el fulinisterio de



Comercio e lndustrias, el Secretario Ejecutivo de Metas
Presidenciales del Ministerio de la Presidencia y el
Director de Tesorería del Ministerio de Economía y
Finanzas, y entre sus funciones legales están la de
supervisar la gestión y exigirle rencjición de cuentas a los
actos del funcionario con mayor nivel jerárquico de la
autoridad, cargo que corresponde al Administrador
Nacional.
En consecuencia, se puede apreciar de manera diáfana,
que las normas anteriormente descritas en la Ley N'24 de
B de abril de 2013, obliga al Administrador de los lngresos
a rendir información de las recaudaciones al Órgano
Ejecutivo y en parlicular al Ministerio de Economía y
Finanzas, lo cual evidencia que se curnple con lo
dispuesto en la norma constiiucional y resulta alejado de
la verdad que el artículo demandado de inconstitucional
cercene o cjesco¡rozca ia iacuiiad que iiene ei Presidente
de la República y el Ministro de Economía y Finanzas de
vigilar Ia recaudación y administración de las rentas
nacional.".

Respecio al artículo 14 Ce la Ley N"24 de 2A13, afirma la Procuradora

General que :

",..resr¡ita evidente concluir q.le el Pi"esidenie de la
Repurblica acata ei contenido literal del precepto
constltuclonal ai nombrar al Administrador General de
lngresos Nacional (sic), según Io establecido en la Ley
l',J"24 cie 2013, asumiendo la decisión de los ciudadanos
de manera indirecia. Además, el plazo legal de siete (7)
años contemplado en el artícuio 14 de !a excerta,
conculcaría el texto constitucional en ei evento de que se
tratase de una enticiad con vinculación iegal al órgano
Ejecutivo, caso en que !a dependencia exige que el
términc se adecúe al plazo presidencial.
En ese orden de pensanriento, me corresponde concluir
que en ninguna paÉe del texio constitucional se limita el
nombramiento de los Jefes, Gerentes y Directores de las
entidades públicas autónomas, semiautónomas y de las
erTrpresas estatales por ei mismo periodo de mandato del
Presicjente de la Repúbiica, sino que el nombramiento o
ciesignación de estos cargos sea i:ecno por ei presidente,
según lo dispongan las Leyes respectivas, que en este
casc, conforme a la i-ey 24 de I de abril de 2013, por un
período de siete (7) años.
...es váiido anotar además que a través del Decreto
Ejecutivo N"531 de g de mayo de 2A13, publicado en la
Gaceta Cficial tJo.?7284, el Presidente de la República,



nombra al Administradoi' Nacionai de lngresos Públicos,
resolución administrativa que también es suscrita por el
Minístro de Economía y Finanzas, tal cual io expresa el
numeral 11 del artículo 184 de la Constitución Política de
la República de Panamá
En el caso de la Autoridad Nacional de lngresos Públicos,
al haber abordado en la presente Vista lo relacionado con
el carácter autónomo o autárquico de la nueva Autoridad,
así como con las razones que impulsan a los poderes
esiatales a redefinir la organlzación de la entidad,
concluimos que medidas de la naturaleza del período fijo
de siete {7) años de ejercicio del cargo para el
Administrador Nacional no soic son constitucionales sino
convenientes a efecto de optin'lizar ia gestión de la entidad
en el tiempo, sin perjuicio de que al monnento de que
finalice el plazo consagrado en la Ley, el Organo Ejecutivo
cie aqr,ei mo¡'net¡iu li¿¡t'¡i¡¡s ai p;u,rit;;ü ariniir¡isiraciür, ei"l

acaiamienio del artículo 184 de la ConstituciÓn Política."

Agotacia la etapa comentada, se conceciió el término de diez (10) días,

contados a partir de la última purblicación del edicto publicados a los efectos en

un periódico de cii"culación nacional, para que ei dernandante y todas las

personas inte¡"esadas presenten sus stgumentos pcr escrito sobre el caso.

Culminado el período o la fase de alegatos, sin que mediase alegaciÓn

alguna, corresporide a este Máximo Tribunal de iusticia deciciir la presente

,-.¡,n¡-iil r ,'-!--.¡. ¡!Ldiild uU¡ ¡SLiiiiL¡Jl ¡c¡¡.

Cansideracísnes y decision del Pleno:

Luego de revisados los pronunciamientos vertidos tanto por los

demandantes como por la Procuradora General de la Nación, procede este

Tribunal en Pleno, a la revisión de la normativa constitucional invocada como

violada, en contraposiclón con las normas qtte se

así como de conformidad con lo establecido en

presenian para su análisis,

el artícuio 2565 del Código

a fin de constatar medianteJudiciai, principio de universalidacj consiituci<¡nal,



un estud¡o adecuado si efectivamenie el artículo uno {1)y catorce (14) de la

Ley 24 de I de abril de 2013, medianie la cual se crea la Autoridad Nacional

de lngresos Públicos, contiene vicios de inconstitucionalidad o si por el

contrario no son adversos a la Consirtución.

"Artículo 2566. En estos asuntos la Corte no se limitará a
estudiar la disposición tachada de inconstitucional
únicamente a la luz de los textos citados en la demanda,
sino que debe examinarla, confrontándola con todos los
preceptos de la Constitución que estime pertinentes.".

Nos referimos ai artículo uno (1)de la Ley 24 de 8 de abril de 2013,

como norma demandada, ya que a pesar de que en ciertas partes cie ia

demanda el proponente sólo hace ¡'eferencia al párrafo primero de dicho

artíc,Jio, en ct¡'as pide la inconstitucicnaliciad de la totaiidad del mismo y asÍ

e>rpiica sü concepto.

Expuesto lo anterior, observa este Pleno Constitucional de inmediato

que la controversia planteada está basada en ia determinacion de la

constitucionalidad de dos normas de la Ley 24 de I de abril de 2013,

mediante la ct¡ai se crea la Autoridad Nacional de lngreses Públicos, que

expresan lo siguiente:

"Artícuio 1" Se crea la Autoridad Nacional de lngresos
Púbiicos (ANIP) como una institución autónoma del
Estado, con competencia nacional, personería jurídica,
patrirronio propio y autononría administrativa, funcional y
financiera.
La Autoridad estará integrada y revestida de todas las
funciones, potestades y prerrogativas otorgadas por ley a
la Dirección Generai de lngrescs del Ministerio de
Economía y Finanzas.
Para iodos ios efectcs, se entienCe que ia Autoridad
Nacronal de lngresos Públicos subroga en todas sus
funciones, deberes, potestades y ciemás que por ley se
encuentren consignados a favor de la Direcc¡ón Genera¡
de lngresos del Ministerio de Econ<":mía y Finanzas.".



':Artículo 14. El administrador nacional de lngresos
Públicos será el funcionario con mayor nivel jerárquico,
cuya designación corresponderá al Órgano Ejecutivo para
un período de siete años y deberá ser ratificado por la
Asarnblea Nacionai".

Como vemos, el a¡-tícuio uno de la referida ley demandada, crea la

Autoridad Nacionai de Ingresos Públicos, (ANIP). Dicha creación ha de ser

examinacia ai ienor Ce los principias que marrciaia nuestra Constitución,

Er¡csc Str"i;üú, ¿s Cu ir1 rpOr tá'i-icr i.üñ'ai vü;iiü illalüü c.l¿ ref¿renc¡a

que como patrón o guía establece nuestro preámbuio de la Constitución,

cual dispone lo siguiente:

"Con el fin supremo de fortaiecer la Nación, garantizar la
iibertad, asegurar la democracia y ¡a establilidad
institucional, exaitar la dignidad humana, promover la
justicia social, el bienestar general y !a integración regional,
e invocando la protección de Dios, decretamos la
Constitución Política de la Repúbiica de Panamá.".

E! preámbuio cie ia Constitución pueCe ser definido como aquella

declaración sclenrne de los prcpósitcs del constituyente, mediante el cual se

expresan ios vaiores y principios que enrumbarán el ordenamiento jurídico de

una nación.

En ese seniido, el constitucionalista Vladimiro Naranjo Mesa, al

referirise al preámbulo de la Constitución, expresa io siguiente: "el preámbulo

es esa fórmula solemne colocada, a rnanera de introducción, en el

encabezamiento de la Constitución, y que resume ias grandes directrices que

t^
IU

el



inspiran la promuigación de ésta, y que debe servir de pauta o guía a

gcbernantes y gobernados en ia vida del Esiadc.".

Por su pante, el constitucionalista argentino German Bidart Campos,

expone que: "...e| preámbulo no es un decorativo íntroductorio, sino que tiene

ccntenido y valor normativo como todo el compiejo de la Constitución a la que

precede.".

.a,l '*si,¿:l: cei pi'eán:b;l: dc lr Ccn:it:,;;:n, la Cc¡1e Ccnstituciorral

Colombiana, en su sentencia C-479 de 1992, señaló que:

"El preámbulo de la Constitución incorpora, mucho más allá
de un simpie rnandato específico, i,Js fines hacia los cuales
tiende el ordenamiento jurídico, los principios que inspiraron
al Ccniiti;yente para Ciseñar de i.¡na determinada manera la
estructura fundamental del Estado; la motivación política de
toda normatividad; los valores que esa Constitución aspira a
realizar y que trasciende la para iiteralidad de sus artículos.
El Preámbulo da senticio a lcs preceptcs constitucionales y
señala al Estado las metas hacia las cuales debe orientar
su acción, ei rumbo de las inst¡tucicnes.jurídicas.
Lejos de ser ajeno a Ia Constitución, el Preámbulo hace
parte integrante de ella, las normas pertenecientes a las
demás jerarquías del sistema jurídicos están sujetas a toda
la Constitución y si no pueden contravenir los mandatos
contenidos en su artícuio, menos aún les está permitida la
transgresión de las bases sobre ias cuaies se aportan y a
cuyas finaiidades apuntan.

El Plen,o de esta Corte, en sentencia de 2 de febrero de 2A12, hizo

referencia a la importancia que tiene como guía el preámbulo de la

Constitución, expresando ic siguiente.

Esa es la situación acontecicia en el casc pafticuiar, donde una
ley, dictada en aparente ejercicio de la función iegislativa, termina
coniraviniendo el texto constitucionai.



Finalmente, no puede la Corte pasar por alto la importancia
que en el tema reviste, la vaioracién del preámbulo de la
Constitución Política de la República, en el que el
constituyente patrio expresó"

"Con el fin supremo de fortalecer Ia Nación, garantizar la libertad,
asegurar la democracia y la estabilidad institucional, exaltar la
dignidad hunnana, promover la jusiicia social, el bienestar general
y la integración regional, e invocando Ia protección de Dios,
decretamos la Constitución Política de ia República de Panamá."

Al amparo de esfos prapésitos y principios básicos, rro
queda dudas respecto a que la decision que mayormente se
compadece con reaiizacién de dÍclros fines, es la
declaratoria de inconstitucianalidad del acto demandado.

Como vemos, en la anterior sentencia se dejó expreso que cuando una

ley o artículos de ella, violen los propósitos o principios establecidos en el

preámbulo de la Constitución, la cjecisión del Tribunal Constitucional debe ser

la declaratoria de inconstitucionalidad de la ley.

Y es que debemos entender el preámbulo de la Constitución como ese

hilo conductor que armoniza, confiriéndole sentido integral, razonable y sólido

en conjunto ai texto constitucional. De no tomarse en cuenta estas directrices

dei pi-eáRiouio constiiucionai, e! coniroi consiiiucionai ejercicio por este

Trtbunal devendría en utópico e inconsistente, pues no se podría garantizar la

verdadera vigencia y supremacía de la Constitución.

Es la oportunidad propicia para indicar que el preámbulo constitucional

tiene valor normativo, pues tal como lo señala e! autor segundo V. Linares

Quintana, sería un error considerar el preámbulo de la Constitución como una

mera formulación teórica y iiteraria.

10



Este Tribunal cornparte las conclusiones realizadas por el autor

Rigooei-to González Montenegro, cuancio expresa que. "el preámbulo, en

conciusión, tiene valor normativo, al ser éste parte integrante de la

Constitución, el cual constituye un elemenio a tomar en cuenta al interpretar

ésta, pues contiene los valores en los que se basaron quienes estructuraron

normativamente la Ley fundamental dei Estado y la Comunidad.".

En ese sentido, el Preámbulo de la Constitucíón, tiene establecido en

:- ii;¡:ü -l:i:l; cb.¡etivo c hiio ccnd;cici- dei Esia..io Denicc¡"áticc, "asegui'ar ia

democracia y la estabilidad institucional".

Comc vemos, urno de los fines primordiaies de la Constitución, debe ser

ei asegurar y preservar la estabilidad institucional. En ese sentido, toda ley o

acto que viole este principio se convierte en inconstitucional.

Con relación a la estabilidad institt¡cional, Carlos Molino Mola Betancur,

en su obra Derecho Constitucional General, expuso lo siguiente:

Dos intereses, entonces, se baten en conflicio: el individual y el
colectivo. El derecho constitucional persigue la conciliación de
esos cjos intereses para garantizar la estabilidad institucional y
la paz social. Para ello la Constitución otorga a cada individuo
cierlas libeftades para el desarrolio personal, sin embargo, todos
deben gozar de los mismos derechos y acatar las mismas
restricciones para proteger el principio de igualdad.
Esto sóio es posible a través de la atribución del poder a un
grupo restringido de personas que se encargue de hacer
respetar esos postuiados. Dicha repartición es desigual pero
ijebe ser respaidacia por el resio ciei conglomerado que puede
aspii-ar tarnbién a ocLlpar los altos mandos o revocar los que ha
nombrado
La atribución de poder se convierte en el obstáculo máximo de
la liberiad, puesto que a los dirigentes se les ¡nviste del poder de
su dirección y control, no sofamente de la de lcs demás sino de
la de ellos nrismos. De ahí la impcrtancia de escoger los

11
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mejores dirigentes que respeten los cierechas de los demás y se
autocontrolen en sus competencias. Mecanismos de control son
establecidos por la misma Constitución para que el poder se
ejerza dentro de ciertos límites y en equilibrio con la libertad.".

Al crearse ia Autoridad Nacional de lngresos Fúblícos (ANIP), mediante

ei artículo 1 de ia Ley 24 de 2013, que ha sido demandado, se atenta contra

la estabilitlad institucionai protegida en nuestra Carta Magna.

Además, el artículo 2 de la Constitucion Nacional, establece que el

poder público sóio emana del pueblo y lo ejei'ce el Esiado conforme el iexto

constitucional lo estabiece por medio de los Órganos Legislativo, Ejecutivo y

Judiciai, los cuales actúan limitada y separaciamente, pero en armónica

colaboración.

Lo anterior quiere decir, que sóio por via de la Constituctón se puede

establecer dichas funciones, siendo que esta ley excluye del órgano ejecutivo

funciones que le son propias como reciores ciel gobierno central del Estado.

Esta eniidad divicie y ciisiorsiona la unidaci e integridad del Estado unitario,

cuya c.iescentralización no debe afectar.

Esto io decimos, porque se ha creado una autoridad que no va en

sintonía con los preceptos constitucionales emanados cie nuestra Constitución

Política, siendo que esta atribución de poder no constitucionai se convierte en

un obsiáculo para la libertad y la estabilidad institr¡cional.

12



A ia referida autoridad se ie asignan funciones que son de la privativa

cornpetencia dei Presidente de ia Repúbiica, cjel Ministro de Economía y

Finanzas, y dificulta la labor del Consejo de Gabiente al otorgarle funciones a

una entidad autónoma cuyo Directsr no forma parie de dicho organismo

ejecutivo.

En ese sentido, la Autoridad Nacional de lngresos Públicos, usurpa las

funciones atribuídas al Presidente de ia República con la participación del

iulrn,sri o f espectlvo, que se e ftcLrcf rfi i¡n coiisagiadas ef i ei articuio 184

numeral 5 de la Constitución.

"Artículo 184: Son atribuciones que ejerce el
Fresidente de ia República con la pariicipación del
Ministro respectivo:

5. Vigilar la recaudación y administración de las
rentas naciona!es.

Como vemos, a la referida autoridad, se le está otorgando mediante ley

pcderes que por mandato constitucional son exlusivos del Presidente con la

participación del Ministro de Economía y Finanzas, esta sola situación

además de violar la norma constitucionai citada, quebranta la estabilidad

institucional que tutela el preámbulo de la Constitución.

comparte el rribunal, lo expresado por ei demancjante en el sentido de

qu€ se esiá cercenando la facultad y deber constitucional que tiene el Ministro

de fconomía y Finanzas de participar conjuntamente con el Presidente de la

República de vigilar la recaudación y administración de las rentas nacionales.
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Además, se ha creado una autoridad a cuyo Director se le ha

establecido un período de ejercicio de sieie años, violando la potestad

asignada por el numeral 11 del ariículo 184 de la Constitución, al Presidente

de la ReBública con la participación dei Ministro respectivo.

"Artículo 184. Son atribuciones que ejerce el Presidente de
la República con la participación de! Ministro respectivo:

11. Nombrar a los Jefes, Gerentes y ciirectores de las
enticjades públicas autónornas, semiautónomas y de las
empresas estatales, seEún dispongan las Leyes
respectivas.".

Se hace evidente que la creación de la Autoridad Nacional de lngresos

Públicos, al tener intromisión en facuitacies otorgadas por la Constitución al

Presidente y el Ministro respectivo, viola la Caña Magna.

Por otra parte, la creación de este tipo de enticjacies inconstitucionales,

atentan como hemos dicho con la estabilidacj institucional, ya que se está

impiciiendo que el Presidente tome cjecisiones que vayan en armonía con los

preceptos ccnstitucicnales que garantizan la estabilidad institucional, pues se

ie ira quitado íacuiiacjes para dárseias a una ei"¡iiciad rnconstiiucional, máxime

cuando el período de vigencia del nombramiento del Director de esta

autoridad rebaza al del propio presidente, lo que pociria eniorpecer ios planes

que en materia de recaudación de rentas nacionales se adoptasen.

La creación de la Autoridad de lngresos Públi¿os, (ANIP), además entra

en contradicción con lo establecido en e! artículo 159, que establece que la

función legisiativa es ejercida por rnedio de la Asamblea Nacional y consiste

14



en expedir las leyes necesarias para el cumpllmiento de los fines y el ejercicio

de las funciones dei Esiacio declaracios en esta Constitución.

inclusive en la norma de¡¡andada, se le otorga autonomía

aCministrativa a la Autoridad Nacionai de lngrescs Públicos, lo cuai implica un

dominio en materia tributaria por parte de un ente, en detrimento de la

asignación constitucional concedida al Presidente de la República, con la

participación del Ministro de Economía y Finanzas, de supervisar la

aj*lll:isiraciór¡ cJe ias rentas nacionaivs y ciirigir, reglairientar e irispecciona¡"ei

desempeño de dicho servicio público.

Y es que esta autonomía administrativa que se le ha dado a la ANIP,

consiste en: "...|a posibilidad jurídica de que un ente realice su cometido legal

por sí mismo sin injerencias de terceros. En otros términos, la autonomía

administrativa es la capacidad de autoadministrarse, o sea, de realizar sin

subordinación a ningún otro ente, el fin legal asignado por el ordenamiento.".

(Hernández Valle Rubén).

En ese sentido, desde la exposición de motivos presentada por el

;-Organo Ejecutivo, se piantea un concepto: "el de auionomía o autarquía",

aconsejada por el Centro lnternacional de Administraciones Tributarias, que

perrnrte ia posibiiiclad de crear esta Autoriciad con facultades cie financiar sus

a¿ciones, sin Cepender para ello dei Tesoro Fúblicc, y dentro de los límites y

Cirectrices que ias normas señalen y garanticen el cumplimiento de metas y el

adecuado uso de los recursos admirristrativos para este fin, lo cual es a todas

luces inconstitucional, ya que, efectivamente, viola el numeral 4 del artículo
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159, el numeral 7 del artículo 184 y ios artícuios 267 y 268, de la Constitución

Nacional

Como vemos, al otorgarle autonomía administrativa el ar1ículo 1 de la

l-ey No.24 de I de abril de 2008, a la Auteridad Nacionar de rngresos

Púbiicos, se ie está dando inconsiitucionaimente la capacidad de

autoadministrarse sin subordinación a ningún otro ente, llámese Presidente o

Ministro de Economía y Finanzas.

En ese sentido, es imposibie que se de cumplimiento a la estabilidad

institucional, como fin de Estado, si se ha creacio un organismo que usurpa

ias funciones que vienen dadas por el texto constitucional, al Presidente y al

Ministro de Economía y Finanzas, permitiendo que una entidad creada, no por

mandato constitucional, controle ia recaudación de las rentas nacionales

inciusive más allá del período de duración del propio gobierno que ia nombró,

io que se traduce en un atentado conira ia gobernabilidad y estabilidad

institucionai del Estado.

inciusive, ai crearse la Autoriciad Nacional cie lngresos públicos, se

irr-cgó facuitades que corresponoen incluso, ai órgano Judicial, ya que al

confrontar el numeral 6 del artículo 20 de la Ley No.24 de B de abril de 2013,

ciaramente se observa, que la Dirección de Tributación lnternacional, que es

una de las Direcciones de este ente Recaudador, se le concede la

responsabiiidad de interpretar los Tratados o Convenios Tributarios suscritos

por la Fiepública de Panamá, cie rgual forma tendrá responsabilidad de
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eiaborar ias solicitudes de intercambio de inforrnación que la República de

Fa narna req u iera cje auioridacjes tri butarias extran;eras.

t-a violación constitucionai por parte del ar1ículo 14 de la Ley No.24 de

2A13, se hace evidente al designarse al Administrador Nacional de lngresos

por un período de siete (7) años, por parte del Organo Ejecutivo y con

ratificación del Organo Legislativo. Este período durante el cual permanecerá

ciesignado el Adminisirador Nacional de lngresos, supera el que el artículo

ii7 ce ia üonsritucion, estabiece para ei proplo Presidenie de ia Repúbiica,

que es de cinco años.

Dicho nombramiento se constituye en inconstituctonal, puesto que mal

puede aceptarse que una ley esiabiezca, que el director de una entidad

autónoma como la ANIP, nombrado por el Presidente de la RepÚblica, de

conformidad con el artículo 184 de la ConstltuciÓn, extienda su periodo más

allá de !a duración del propio gobierno que lo designó.

Además, el Presidente perdería ia capacidad de nombramiento

constitucionalmente otorgada para la designación de un Director de este tipo

de institución, siempre que el mismo fuese realizado por el mandatario que lo

precedió, ya que su período es fijado en siete años y no existe otras causas

Ce remoción que no sean las de impedimento físico o mental para ejercer,

haoei sido condenacio por delito punible doioso o renuncia.

No

t^td

es posible que se pretenda, que una autcridad de creaciÓn legal

ANlp, si;brogue en tocias sus fu¡-lciones, deberes, potestades yCüMO
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demás que por ley se encuentren consignacics a favor de la Dirección

General de lngresos dei Ministerio cje Economia y Finanzas, cuando esta

función de recaudación y administración de rentas nacionales viene dada por

la Constitución en el numeral 5 del artículo'184, ai Presidente de la República

en conjunto con el Ministro de Economía y Finanzas, lo que quiere decir que

tiene rango constitucional y ninguna ley puede estar por encima de ella.

Esta ley atenta contra la eficacia de las funciones administrativas que

-¿iri¿,';Je ra ílüile ii¡rai cei nu¡ne;ai i2 ciei ¿nísulc 15Ü cie ia ConstituciÓn

i\¡acioiial.

Por otra parte, crea un desequiiibrio institucionai en el Ministerio de

Economía y Finanzas, en relación con otras direcciones, como la de

presupuesto, deuda pública, que quedarían bajo la dependencia jerárquica,

en cuanto a recurso se refiere para reaiizar sus cometidos. Es decir sin la

coordinación en el mismo niveljerárquico y bajo ia dirección del Ministro.

lgualmente, esta Ley 24 de B de abrii de 2013, crea distorsiones y

confusiones con el numeral B del artícuio 16'l de la Constitución Nacional, ya

que el tvlinistro pierde control administrativo y polítlco sobre ia cuenta general

del tesoro, s¡tuación que dificultarÍa la presentación dei informe que debe

rendir ante la Asan:blea Nacional cada año, al no disponer, bajo su autoridad,

de iocja la inforrnación requerida de manera autÓnoma como titular del

M¡nisterio, ya que parie significar¡va de ios datos estarian bajo ia autoridad y

responsabilidad de la Autoridad Nacional de lngresos.
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Dernostrada la inconstitucionaiiciad de la referida autoridad, debemos

expresar que si bien en Fanamá no está establecida la inconstitucionalidad

por conexión o por consecuencia, y así lo ha señalado la jurisprudencia de

este pleno, observa el Tribunal que ia expiicaciÓn de violaciÓn constitucional

qüe se da para las normas denunciadas cje inconstitucionales opera o abarca

de iguai forma para el resto dei cuerpo normativo de la Ley No.24 de I de

abril de 2013, que tratan sobre ias funciones, estructura orgánica, régimen

económico y financiero, recurso humano y, disposiciones de la Autoridad

Nacional oe lngresos, pues es ei m¡smo sustenio con que ei resto cje las

normas podrían declararse contrarias a la constitución, y si observamos

cuidadosamente la parte final de la ciemanda presentada, en ella se pide la

inconstitucionalidad de toda la Ley No.24 de 8 de abril de 2013, a pesar de

que primeramente se señala la de sólo dos artículos, por lo cual no existe

impeciimento ni violación al principio de congruencia, para que este Tribunal

Constitucional proceda a declarar la inconstitucionalidad de la ley en su todo.

Otro asunto que ha de tomar en cuenta el Pieno de la Corte Suprema

de Justicia, a fin de preservar la estabilidad institucional que mandata nuestra

Constitución, es qué sucede al declararse la inconstitucionalidad de la

Autoridad Nacional de lngresos Públicos.

En ese sentido, el artículo 37 del Código Civii, establece lo siguiente

"Artícuio 37. Una ley derogada no revivirá por solas las

reíerencias que a ella se hagan, ni por haber sidc aboiida
ia ley que la derogó. Una disposiciÓn derogada sólo

recobrará su fuerza en ia forrna en que aparezca
reproducida en una iey nueva, o en el caso de que la ley
pcsterior a ia dei-cgatoria estabiezca cie tnocio expreso que

reccbra su,rigencia.".

l9



Como se observa, cuando una ley es derogada por otra, Ia ley anterior

pierde vigencia por el cambio de voluntad legislativa o ejecutiva, según el

caso de que se trate, por lo que aquella no revivirá por el simple hecho de que

desaparezca la ley que la sustitetyo; distinto es el caso, cuando ia vigencia de

la nueva ley cesa por Ser incompatible Con la norma constitucional,

produciéndise su declaratoria de inconstitucionalidad, lo que acarrea la

pérciida de sus efectos o su nuiidad y por tanto dándose el resurgimiento o

reviviscencia de la ley anterior, correspondiendo la declaratoria de dicha

¡r:cüriSiirl¡cionairoaci prrvaiivarrenie ai rie*o r:e r¿ ücne Suprerna de iusticia.

Al respecto del tema, la Sala Tercera, en resolución de fecha 27 de

octubre de 1993, bajo la ponencia del Doctor Arturo Hoyos, estableció lo

siguiente:

ei'tenOmeno de la reviviscencia de una ley derogada, es
decir, la recuperación de vigencia de una ley derogada sólo
está regulado en nuestro sistema jurídicc cuando se produce
la derogación (no la inconstitucionalidad) de la ley que
derogaba a la ley anterior. En ese sentido el artículo 37 del
Código Civil es muy claro al disponer lo siguiente:
"Artículo 37: Una ley derogada no revivi¡-á sí por solas las
referencias que a ella se hagan, ni por haber sido abolida la

ley que la derogó. Una disposición cierogada sólo recobrará
su fuerza en la forma en que aparezca reproducida en una ley
nueva, o en el casc de que ia ley postericr a ia derogatoria
establezca de modo expreso que recobra su vigencia.
En este último caso será indispensabie que se promulgue la
ley que recobra su vigencia junto con la que pone en vigor."
No obstante esa norma se refiere a la derogaciÓn, pero ¿debe
darse igual solución a este problema cuandc se trata de la
cieclaración de inconstitucionalidad cie una ley que derogaba
una ley anterior? La Sala entiende que no.

La jurisprudencia comparada cobra aquí especial relevancia
ya que el artículo 37 de nuestro Código Civil es una copia de
una norma jurídica de Coiombia, a saber: el artículo 14 de la
Ley 153 de 1887. Resulta interesante entonces examinar
cómo ha sido interpretada esia norma en Colombia, de donde
ha siCo trasplantada a Panamá, ya que este análisis es una

20



7

referenc¡a de imporlancia para ei presente caso. En este
seflirüo, ei Consejc cje tsiadc ce Cpjcir:bia en seniencia cje
'i1 oe octubre de 'i985 senaio io sigulente:

"Para ei caso en esruclic. ei Decretc ieEisiativo 3743 de 1982
era inconstitucionai ciesde e! 23 cie ciic;enrbre cie ese año,
fecha en que se expidió. Pero como oescie enionces estaba
amparado por la presunción de constitucionaiidad, ios actos
concretos que se consolidaion en su ciesarrolio deben tener
plena validez. Y desce el 23 cie febrero de 1983 ese decreto
es inejecutable por haber sicio deciaraoo inexequibie en tal
fecha.
Eso en cuanto a los efectos ciei acto controlado
jurisdiccionalmente y ios dei acto que lo controló. Cuestión
oiíerenie es la oe prectsar s¡ ai oeciararse inexequibie el
Decreto Legisiaiivo 3743 de '1982 recobraba vigencia el
i)suiciü F,egiaiiieiiraljc Z8iú Lici ¡;iisi;rf ci'i¡, ¿ panir dei iaiic
ce inexequ¡biliciaci.
La respuesta es afirmativa. En efeüio, cjeoe considerarse que
tai estaiuto estuvo viciado de incci'lstitucionaiidad, y por lo
tanto ei estatLito anterior, reEuiador ce la misma matena,
readquiere su vigenc:a.Nc puecle darse apiicación al artículr:
-1'1 üú ie Le'rr 153,de 1E87, según i¿,:uai ia iey ciercgacía nc
rt)','i',c ;-rüi ita¡ei'sisc ¿L'*iiua ia qr-re la :ierr:gó, porque aquí no
se rraia cie "oerogaroria", que es un fenonteno de extinción de
la iey por vciuritacj ce, i:gislacü[, i' 3;1 este 3vsnto lo ha sido
pur ciec!sió;'i dei eoi'ltraic;" ; urisoiccionai.
En estas condicio¡'les, no se requería ia expeoición cje ia
resoit ción acusacja, porque au:omáricarnente recobra
vigencia el Decreio i8üü de -i982." (Subraya ia Saia).
Es eyide¡le, pues, qi.le er: Coiory¡'cia ei il'iisrnr¡ iexta, ei
ariicuic'14 de ia Ley 153 Ce 1EB7 ciei cual transpiantarnas ei
a¡^ticulo 37 de nuestro Código Civil, ha sido interpretado en
cr¡anto a que no se reflere al fenórneno cle la
inconstitucionaliciad cje una iey que dercgó cti-a ley anterior,
interp;-etación que es coiisistente con lc sostenido por esta
Seia Terceía en euanto a las diferencias ent¡-e los institutos
juriciiccs de ia iierogación y de ja illcol-,stitucionaliciad.

La ccct¡lna rnás moderna iarci;ie¡': ccinciCe eft que cuancjo ei
eíi-,ite ile ia cieclaratoria iie ir¡c,:¡lsiiii-¡cionaii,iaci es ia nulidaC
de i. l*; i scilbra viger¡cia ia ley qi-r* íue cJ*i'cg.:da por una iey
ir-¡co¡r:iituci;,r¿,. Ásí ei ¡;-atadisia es!i;ii';ijl LL;is lrlaiía D!ez-
Frca,:c ila suñaiaca io sigtiente:
"As;, pues, liay que pariir ciei cjaio ,je qlre, en el Derecho
españoi, la decia'-ación de ;;':cunsrji;¡ci¡;lill:Cad ccnlleua ia
cjeciarac¡úr: de nuiidacj cie ia ley ...
De aquí se desprende, en buena iógica, ia i-eversión ciel
eíecta rJerogaiorio y la consiguierrie ''eviviscuncia de la iey
deicEaCa, ya qus qucd r'lui!un'i est r:*iii;ni effectu¡-r; producit.
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Si ta ley derogatoria resulta ser inconsiituclonal y nuia y, por
tanio, son anulados todos sus efectos, también debe caer su
efecto derogatorio, que no es, tai coi'no se vio en su momento,
sino un efecto normativc más de la iey. La cjeclaración de
inconstitucionalidad de ia ley derogatoi-ia, de este modc, sería
un supuesio de reviviscencia de ia iey' en sentido pr,:pic, ya
q,;e aquí ia recuperaciÓn de ia vigencia no procede de un

nüevü acto positivc de ejeicicic ije ia pciestad iegisiativa -

üonjü ocurie en ia ciei+gacién 'ie i; '.ji*pr:si;ién derogatoria -,
slno de la propia ley de;"cgada. Ai desaparecer el efecto
dercgaiorio, ia iey deragada, pci-sí s;i*, :"ec.;pera ia vigencia
que aquéi había irecho cesar." (La detcgaciÓn de las leyes,
Eciitoriai Civitas, Madrid, Frimera EdiciÓn. 1990, pá9. 251).
Hay que destacar que la revivtscencia del texto legai

derogacio por inconstitucionaiiciad de ia iey que [o derogÓ se
prodi-rce tanto en el caso en que ei texto criginal haya sido
jurügaüu C,{.p¡ usa ü idC¡iu; {;ui ¡.s. ,¿ I'ir:í, i ,o-v a s¡{jü cierCga''iC

toiai o parciairienie, ya que, coñ]o io seilaia Diez-Picazo, la
disposición derogatoria de un texto iegal "conlleva la
posibilidad de derogar, incluso, la más ínfima pañícula textual
de'...¡n artículo o un párrafo" (obra citada, página 117). Este
autor cita el caso del Protccclo de Ber"iíir de 6 de agosto de
'1945, cuyo único objeio fue sustituir un punto y corna por una
coma eR ei artÍcr.:io sexic de ia Carta del T¡"ii¡unal

i¡lterna;ic*al fliiiitar, ic '.iüe iuvo corrio eíectc una
consi'jerab¡e iin-¡itacio:i cie la juiispruüü*cla riü ese t:"íbunai.

La Sala ccnciuye. er:tc¡r¡:es, qte ai cieu,;arar ei Plerlo de la
C;r'le q*;e ei Decreto-:e"¡ ?" r-ie '1989 *¡"a inconsiitucional
nlecjianie la sentencia de 3 de rnayc Ce 1992, reccbraron
vigencia a pai-iii" de esa sentencia lcs te-<tcs criginales de los
anículcs "15 y 17 cie la Ley i06 de i913, reíornrada por la l*ey

52 de 1984, textos que habían sicio detcgadcs parciainrente
por el Decreto-Ley 21 de 19E0.

Postericrrnente, en un fallc de la Sala Ter:era, Ce fecha 3'! de enero de

'1994, esta vez emitido bajo la ponencia de la t\4agistrada Mirtza Franceschi,

este crite¡ii es reiterado de la sicuiente fornra:

De lo expi;esic Cebe ccnciuirs*: que las ieyes deciaradas
inccnst;tucionaies no iiener' uit:-aact;vici;C y por ianto, no
pr-iaü3'r 3r:i ap!;cai*s, cespoás c; ti-¡ decla,"atcria de
i.ic:,:sti;i:.::r::el¡C=d pe;-a ie!:il;. ics :rechc's :uyos efectcs
anora Es Cete¡'i'ninan, aun,;:.je esti;';;es*n vigentes en el

nicme¡:to en que escs he chos . € prcdujeron; y que el
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fenómeno de la reviviscencia o recuperación de vigencia de
una ley se produce cuando una ley es derogada por otra ley

Q1e posteriormente es oeclarada inconstitucional.

Con relación al derecho comparado podemos citar la sentencia de 26

de mayo de 2010, emitida por la Sala Plena de la Corte Constitucional

Colombiana, donde se realizan interesantes planteamientos referentes a la

reviviscencia de la ley.

"..., es posibie conclurr que los efectos temporales de la
seniencia C-17\iCg sor: hac¡a ¿i f,¡tii"c: ,'itJ drcha ,Jecisión no
hizo un pronunciamiento aspecto acerca de la reviviscencia
de las normas derogadas por la Ley 1152!07 objeto de la
inexequibilidad.
Para la Corte resolver esta última cuestión es fundamental
para poder iniciar ei examen de la ciisposición demandada en
el presente proceso, pues tanto ei actor como la mayoría de
los iniervinientes y el Procurador Generai conciuyen que con
la declaratoria de inconstitucionalidad de la Ley 1 152107,
fueron reincorporadas al ordenamiento jurídico todas las
disposiciones derogadas por el artículo 178 ejusdern, entre
ellas la Ley 160 de 1994, razón por la cual infieren que el
ar1ícuio 78 acusado se encuentra vigente y, en consecuencia,
es factible un pronunciamiento sobre su constitucionalidad.
Así las cosas, debe determinarse si la reincorporación
mencionada opera del modo en que lo advierten el
denrandanie y los demás participairtes en el asunto de la
referencia.

4. Planteado como un problema jurídico el asunto que debe
ser resueltc previamente es: ¿Revive un precepio jurídicc
derogado por una disposición dec!ar-ada inexequible? La
respuesta a esta cuestión implica temas de profunda
complejidad que, en principio, no serán abordados en esta
providencia, entre ellos los efectos de la declaratoria de
inconstitucionalidad sobre las situaciones jurídicas que se
consolidaron bajo Ia ley deciarada inexequible, el carácter
declarativo o constitutivc de la sentencia de
inconstitr-rcionalidad, e incluso el debate sobre el papel que
cumple ei juez constitucional dentro de un Estado
democrático de derecho. Asuntos que por su trascendencia
son objeto de debates teóricos que no serán abordados en la
presente ocasión. Pcr lo pronto, esta Corporación se
cr:ncenirará en e[ tópicc de ia reincorporación al
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orcienamiento 1urÍcirco de una ciisposicion cerogada por un
pi-ecepio deciaraco inexequibie.

5. i-as discusiones sobre los efectos de la sentencia de
const¡iuc¡onalidad, especiaimente en lo que hace reiación a la
reviviscencia de las leyes derogacas por ias disposlciones
decraradas inexequibles, no soñ recientes en la doctrina
1urídica cola¡nbiana, y s€ re¡ncntan a la épcca en la cual el
conti"o¡ abstracto de constituc¡onaiicaü sobre las leyes lo
e¡ei'cía la Corte Suprema de ..irlst¡cla. En ese momento se
enfrentaron dos tesis ai respecra, ia prirnera que asimilaba ia
sentencia de inexequibiiidad, en cuanto a sus efectos, a la
nuiidaci,l{l y ia segunda que cjefendía los efectos especiales
de la deciaratoria de inexequibilidad y los diferencÍaba tanto
de ia nuiidad como de ia cierc'gatoria.{$

-:; p;i;ilc;-á pci:ps¿l.iua pori.;'r ;=i ;,y;:iíi;¿;; ¿iiilt¿ilg,CC dei
te¡"mirio inexequibiiicad 1b ij.ie iia íirciiuce efecics), paia
concluir que !a cjeclaratoria de inexequibiiidad equivalía a la
nuiidaci. Adicionaimente esia tesis se apoyaba en distintos
preceptos del Código Cívii que señaiaoan que existe objeto
iiíeito en todc aquello que vuinera ¡l de¡"echo público de ia
Nacicr¡ (Art. 1519) y que fas nulidades derivadas de causa
ilicita son absolutas (Art. 1741), en esa medida la declaratoria
de inconstitucionalidacl de una iey se asemejai"ía a una
rrulieiad pcr vuii:eraciórr de ia Coristitución, que proyectaría
s;s efectc's ha;:a el pasai.1c. ScEúi esla pos'.;,'a la rrulitjad de
la norma declarada inexequible se er.iiencle hacia el futui'o,
pei-o tarnbién l-iacia ei pasaic ccir ires iirnitaciones: la
prcteccicn de los de¡'echos adquiritlcs, *l respeto por ia cosa
jirzgaeia y pcr ios hechcs consumaüos.

Un pi'onunciamiento de ia Sale de l{egocics Gei^rerales del
Consejo de Estado de 17 de noviemo;'e de 1958, adopta esta
pcstura, ai dife¡-e¡':ciar ent;-e ia derogatcria y ia deciaraiaria de
inexeq ui;ri ;i'Jad en los sig uiei': t*s té¡"¡tr¡nos:

'C..¡¿n:i: :i act: s:b¿ian¡ Cal C:ng,cs; Jerig; lia ;ey. esia
c.iesapaiece para ia forrnacicn fuiura, t-rüro ias siiuacicnes
juríCicas c,;npiicias Sajo e! imperic C*í piecepto Cerogado se
tiene por firnres ya que, de ct¡'o iadl, la ncrma clerogada goza
cie pi-esuncién de arreglc a la Ccl-'rsiiiución. y por ianto su
vaiidez es irrecusabie. En ca¡¡bio, cuando el
desaparecimientr: del preceptc tiene por base un fallo del
órganc controlador de la inregi"idad consiiiuciana!, siendo este
declarativc en cuanto se iirnita s i€cctlcüer la existencia de un
vicio rracido con la vigencia c=! actc pubiiic demandado, sus
efectcs en el tiempo se cumplen descis te i vige-cia "l4l
Fl ccroiaria impiíciio de esta tesis es !a necesaria
revivjscencia dei crdenalnienic clercgacio pcr la ley declarada
inexequible, pues ai *xtende¡'se en ei pasado ios efectos de !a
inexequibiiiCad hasta el mcrnenio .:e su entrada en v!gei"lcia,
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se conf¡guraría la ficción que esia tilt¡rr¡a ley nunca estuvo en
vigor. En consecuencia las disposiciones derogadas se
reincorporan cie manera automática en el ordenamiento
iuridico.

l-a segunda tesis cieíenciia ei caracier especial de la
deciaratoria de inexequ¡bilidad en cuanto a sus efectos, los
cuales serían más sernejantes a ia derogatoria que a la
nulidad. Aunque expuesta con diversos matices por sus
defensoreslSl, su punto de parlida son ios efectos hacia el
futuro de la decisión de inconstitucionalidad. Desde esta
perspectiva, una ley es constitucional hasta que no se declare
la contrario. Como complemento de esta tesis se esgrime que
ei juez constitucional no ejerce funciones normativas, las
cuaies están en cabeza del Congresc, razón por la cual "la
sentencia de inexequibílidad se limita a la declaración
:s*ñir¡e¡tie, siii qi,le le sea ¡}aüo a ia i¡srtt ilrüveer a sustituír el
precepto que Ce¡a de regir''{6J. Cornc corolario de [o anterior
se infiere que Ia declaratoria de inexequibilidad generaba un
vacÍo norrnativo que debe ser colmadc por el Legislador.

6. C:;i-r ia entracia en vigcl- Ce la Canstitución Ce 1991, ei
pr*biema tur¡c que sei'aborCado prrr la Corte Ccnstitucíonal.
i;: :l;ai se l-:a prorrr:nciado *¡-¡ ,:iir¿el;es ccasio¡"ies scLlre la
Cüc;si:fn, COmO Se reseña a ccntinuac¡Ón.

6.1 ia prinrera deci;rcir tlite abr;¡'d* el problema es la
sentenc¡a C-6CI8 cle 1992 {M.F. Jaiine Sa¡-rín Greiffenstein), en
esa cpor.tunidad se exanrinaba la ccnsiitucionaiidad del
Decreto 2911 de 1991, expedido en virlud de facultades
ext;-aordinarias conferiCas ai Presidenie de la República por el
artículo 25 de la Le,v 49 de 199C. Es:e Decreto sustituía el
Tíiuio V del Libro I Cei Esratuto Trinutai'io en materia del
sistenra de ajustes integraies por inflación.

La Coile Ccnstituciona! estii'nó que el cuei"po normativo objeto
de €xamen era inconstltucional porcliJe "/as facL:ltades
e>:t:aordinarias conten¡Cas en e! artíct:la 25 de la ley 4g de
199C, dispcslctón que sir;ió ce ft¡nCamento al Gabiernc para
e::peiiír!¡. ya habían sidc uttlizadas o ejercidas por e1

P¡"esidenle de la República riesCe e! 4 de jutio de 1991, fecha
en la que profirió eldecreto número 1744."

En !a misrna Cecisión se zanja ia discusion sobre la eventual
laguna normativa que ocasionaba la decisión adoptada con la
sigiiiente aseveración: "lüo sci;ra agregar que la presente
rlec¡sión na crea o desencacena ningun vacio normat¡vo ni
caicca a s¿is sestinatarics a¡:fe un abismo preceptivo, pues.
CCillC¡ eS natu,Ai l,e¡retiSs OCviO. .-ev'iv--,-, 1¿s ;cf¡nas q-e e/
presente decreta trato Ce reempiazar :i que regulan la
r¡¡ate:'ia."
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Esta última afirmación parecería dar a entender que los
efectcs naturales y ciri''¡os de una declaratoria de
inccnstitucionaliCad consistlan en la reviviscencia automática
de las disposiciones der-cgacias por la ley declarada
inexequible. No onstante, la Corte consideró necesario dejarlo
de manera expresa en la pai'te rnoiiva de la cjecisión, a
efectos de evrtar que, a partir de posibie una interpretación
aiternativa, se concluyera que airte la declaratoria de
inexequibilidad se habia configuracio un vacío normativo. Sin
ei'nbargo. ia sección resoli.¡tiva cei lailc citado se linnitó a

dec¡ara¡" la i¡rccnstitucicnalicaC de ia norma acusada, sin
irasei- mención alguna a la mencicnaia reinccrporación.

A.2. La siguiente ciec¡sicn -que aboida la cuestiÓn es la
sentencia C-145 de i994, iFJ P Ale;andro Martínez
Cabaiiero). En esa cponunidac se examinaba la
cunstitucicnaiíij¿d üe ia L*y 34 ue :;93. [: artícuic 25 de
dicho cuerpo ncrrnativc señaiaba textualmente:

"La presente ley deroga todas las Cispcsiciones que le sean
contrarias y rige a partir de ia fecha de su promulgación."
Anofa b¡*n, nl+cliante esta providencia fuercn deciarados
inexequibies nuniei-osas cilspos:ciones de la Ley 84 de 1993,
pcr tra;arse de üna iey crdinar!a que regulaba mate¡'ias
electorales que tenían resenva de Iey estatutaria, lo que
suscitó el problema de las normas que debían aplicarse a ia
función electcral hasta cuando se expidiera ¡"in nuevo cuerpo
normativo de carácter estatr.¡tario que regulara la nrateria" Ai
respecto seña!ó la Ccrie Constitucional.

"Ccnf:rn":e a !as anteriores ccnsidefacia¡ies. entra la Corie a
detel"ll;na," los efectcs en e! tieinpc de esta sentencia y
c:'l::ic;': qu3 ,:n el casc :crcretc ¡e deben i'espetar las
s¡tuac¡cn€*c consciioacas. Es sabiio que ei'r maieria eiectoral
iiay etapas separadas: las eiecciones )r ics escrutinic's comc
r,,erificac¡ón ciel hecho electcral. Pero ambas responden a un
mismc pi'incipio: el desarro!ic dei derechc políi!co de elegir y
de ser elegido. Y, la organlzación eiectcra! esiá al servic¡o de
un proceso: el de efectividad c!e! votc ccmc derecho y deber
ciudadano (art.258 C.P )

lgualrrente, considera la Ccrte O$fistitucional que con la
declaratoria de inexequibilidad se restauran ipso jure,
srempre y cuande no sean contrarias a! orde¡ramiento
cor^rstitucie¡na!, las normñ$ que habían sido derogadas pol'
les apaites de ia Ley B4 de1993 EE¡e s€an declanados
inconstitr¡cies'lales en esa senteneia.
Esta cetern'riración de la Corte de ;rrdicai ias nornras que
ceben aplicarse comc corlsscüencia de ia pl'esente sentencia,
s* f;nüernerrla rir Ia facuiiail que tiene 6; .fjai'i*s aica¡-rc*s de
s;s faii.:s y en una justa y pri;cie;tie actiiud." (Negriilas
aÁr.-ti,-la-\e¡ r(¡UiUCJ,/.
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Para justificar ia reviviscencia de ias ciisposiciones derogadas
se cita ia seniencia C-6ü8 de 1992 y se nace alusión a ia
traoicién lurídtca coiomb¡ana al i'especio. En razón de ia
principal importancia que tienen estos considerandos para la
resolucion ciei problema juríciico pianteacio, la Sala los
transcribe tn extenso.

"Varras décadas oe historia iegisiativa y üonstrtucional le dan
iiacion a ia tes¡s oe que nay normas que revtven cuando se
deciara inexequibie la iey que trato oe i'eemplazarlas.
A) La providencia precitada de ia Corte Constitucional tiene
como aniecedente inmeoiatog ta sentencia de la Corte
Suprema de Justicia, que al defínir !a acusación contra el
articuic 146 cjef Decreto 294 de 1973, reconoció que las
normas derogadas por ei acto Legisiativo No 1 de lg7g
reviven a! se¡'rnexequibie éste. Dijc enicnces ia Corte.
¡, ¡C, t¡ej,c¡,ctú.1 ttieAtqLl¡riE 'a t¡!út-ti:t-..i¿tú¡ ¡ :ltilU(.lttctt;á dil cj

paragraía dei anicttia 2ú8 ce ia Car¡stitucton por el acto
Legisiativo núrr¡ero 1 ie 1979, y rsv¡\/tr e! antiguo parágrafa
iie ci¡cha dtspasición, acicpíada camo aftícuÍo 67 del Acto
Legtslauvo númera 1 cle 1966, recuperó también su vigencia
ei a¡fícuia i46 ac¿;sadc y p$tar¡to, ia Cct¡ie p¿iede ejercer su
lurisdicción canstitucianal sabre la r¡arnta ;ientandatla."lA
B) Y ccmo antecedente mecjiato, fue el Consejo de Estado el
7 de ncviembre de 1958, el que por primera vez dijo que la
cieclaratoria de inexequibilidacj revive ias norrnas qi;e la ley
i¡:constitucionai había tratado de reemplazar. Se trataba de
una consulta que el Ministrc de Hacienda había formulado
scbre este punic:
"Deciarada ine,r:equ¡ble eri sus a¡tíct¡ios ,"'igentes e! Decretc
7CA <je 1954, el cuai, pcr rnedi<.t új8 s.¡ a¡Íícuic 113 rierogó los
Decrefos 2256 cie 1952, cor¡ excepciótt oJe su artícula 1c, 31C4
cie 1952, artí:uío 10,2o,3o,5o,7o y 8" ael Decreto 2jBT,Je
1'353 y el arfícuic 7c dei Dec¡'eta 26ü2 de ig7l clesea el
fvlit'¡isterio Ce Hacienda saber s¡ fales i)ísposiciones rJercgadas
por e! Decreto 700 han vuelto a tener v¡Eenc¡a por causa de la
otclarataria ce iriexeqt;ibiliCao aei Decretc TA0 i1
La Sala cie i.iegccics Gene¡"ales cjei Consejo de Estaco, con
potei:cia dei cor:tor Guiile¡;¡o üonzáiez Cnai"ry, conceptuó:
"Apiicar:tltt /r-¡s collceptos y r;¡¡¡s¡rst()i¡És ¡:recetienie-c a/ caso
cúnst iia,Jo pcr el s¿ior fvlinjsira cie 'riacienc.ia, el Consejo de
Esiaria ccnsieiera que ia aeraga!,:ria que nizc ei Decreic-Ley
¡'iúmero 70A de 1954 de precepios perier:ecienfos a ofros
estaiuios, debe te¡terse pür no hec'na Cesde la fecna de
ejecutctia del faiio de !a Carte que deciaró !a inexequibilidad
ce lal aecretc, y que, et¡ cüns€cLtz:.:ia. iaies nc;ntas cgbe¡:
ap!ic:::e nien'¿ras rio ht sie':e¡. ;,'Ja :i:i-cg;Gas p;ci ofrcs
oecretos-ieyes no decla:acios ine;<.equibies, c llasta cuando se
curnpia la previsión ccn¡enída en el .ttfíct:t'a 2a 'le la Ley 2a Ce
4 AtrA 't4 aI J\'U. i L
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Estos antecedentes coincid[an aci€rnás con las tesis
sosténicias por la doctrina coetánea en ei derecho comparado.
Así, Mauro Cappelletti, basánrlose en la Constitución
Itaiianal3 , que contiene un orcjenamiento sirniiar al

colombiano, cpinó:
"Lina vez pronunciada la sentencia ce incanstitucionalidad, la
ley respectiva es privada de efectas tie manera general, ni
más ni menas que si hubiere sidc abrogada por una ley
posierior. y, par el contraria, reeuperan su vigencia las
dfspirsfcíones legislafírras anteriares a la ley de
i n eo nstitu cion al idad "1 4 .

C- Carno antecedente legislativo están ics ar1ículos 123 dei

Decreto Ley 1675 de 1964, 155 ciel decreto 294 de 1973 y el

articuio 83 de la Ley 38 de 1989. Dice esie último:
"Si ia Carte Suprema de Justicia declarare inexequible la ley
qüe aprueba el presupuesfc general tie la nactÓn en su

--';:¡{;i;i;, Cil¡:;;;-¡J:á ii'¡i!i ' :; :i ij, -;i.;lt,:;::¿'l; i.iiii afiC ¿::te f¡a¡,

,.e¡;*i;Co Je acüerüü cc,'; les :iü¡lltáj- acl ,u'-essnÍe Estat¿:to.
"La n'iisina íicrna se api;t:ará eí] ;ásc de suspensl'ón
provisianal de una o váitas a¡:rcptec!*r¡es de la ley a del
decí-eto."
En ei ¡nismo tenot están ios otrcs dos artici..¡ios, antes citacics'

Taies r:orinas recogierctt entcnces /cs ctr¡icupics ael Canseia
ae Estacio y luego la jurispruJer;cia ce la Cone -aupterna Je
Justicia
Es esltonces la act¡.¡al jurispruciencia de la Corte
Constitucional la contínuació¡"¡ de una doctrina nacional,
elaborada desde '!958 por el Ccnsejo de Eetado, reiterada
en 1961. Esta traciición fue recogida en ilorñlas legales,
(articulcs 123 del Decreio Ley 'f 675 de '!964, 155 del
Eecreto 294 de 1973 y 83 cie la i-ey 38 cie 1989) y adoptada
en 1982 por la üonte Suprema de Justicia. Es pues un
pensanriento Ju¡"ít!ico coherente coil la teonía
cüfl seitucional colcmbiana. 1 5

Los anteriores razonarnient.Js .!urír$tcos dilucidan
cualquier duda que pudierra srrrgir de [a presunta
apiicacién dei ar"tícr¡lc 14 Ce la Ley 153 de f887, por
cuar'¡tc esa noEn¡a reguia efectCIs Ce ti,.lrogaioria de ieyes
y r"ro cie irrexequibifiriacies" S, en veriaü, hay similitudes
eni;"e esias figuras, en crlanic ai efeclo e rJa cnlnes y respectc
a que en princip!o ia vigerrcia es profuiuro, salvo casos
espec:alesl7.], por ei contraria, ia derogatoria es un fenómeno
d* iüüiía legisiaiiva eioncie nc sÓio jueg; :c juríciico sino ia

convenie¡rcia político-scciai, nlientras ia i;rexequibiiidaci es un
fe¡-iónreni-¡ de tec¡ía jurítiica qi;e inc;de i¿nlo en la v;gencia
cümü en la vaiidez de la norr:ia. i-uego, dentro del
crdenamienic jurÍcJico nü cs !o misn':c inexequibilidad que

dercgación.
$i ia inexequibilidad de la leyr !1ü íesiüiiie "tpso iure" la
vigencia de las nürmas qüe la ley inconstitucional
eons¡clena üorno dercgadas, hebria qtle concluir que el
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mecan¡sn¡o de control se tornaría ineficaz y esta
equivocada csnclusión vulneraría la supremacía de la
Gonstitución y la guarda de la misma {articulos 40 y 241
C.P.). Por consiguiente, cualquier tesis que atente contra
los efectos naturales del control constitucional debe ser
rechazada. (Negrillas añadidas).
De la extensa cita anteriormente trascrita se extraen los
siguientes argumentos que apoyan /a fesis de Ia reviviscencia
de las disposiciones derogadas por una ley posteriormente
declarada inexequible: (i) ei argumenio histórico, ilustrado con
citas de la junsprudencia de ía Cor-te Suprema de Justicia y
del Consejo de Estada, al igual que con las leyes vigentes
bajo la Constitución de 1886; (ii) la práctica seguida por otros
tribunales constitucionales, es decir, el derecho comparado;
(iii) las diferencias entre los efectos de la declaratoria cle
inexequibilidad de una ley y los efectos de la derogatoria de la
misrna, (iv) la presunta ineficacia ciei conrroi constitucior¡al de
ias leyes de na aceptarse /a /esis de la revivtscencia.

En ese sentido, este Tribunal no es ajeno a explicar porqué Ia

reviviscencia de ia ley derogada, tiene aplicación en el presente caso.

Para tal fin retomamos la cita del autor Mauro Cappelletti, basándose

en ia Constitución ltaliana, cuando señala: "una vez pronunciada la sentencia

de inconstitucionalidad, la ley respectiva es privada de efectos de manera

general, ni más ni menos que si hubiere sido abrogada por una ley posterior,

y, por el contrario, recuperan su vigencia las disposiciones legislativas

anteriores a ia ley de inconstitucionalidad"".

Como hemos visto, este Tribunal ha venido pronunciándose a través de

la Sala Tercera, en fallos que datan del añc 1993 y 1994, sobre la

reviviscencia de la Ley, por lo cual no puede negársele su matiz histórico por

parte de este Tribunal, pues no estamos ante un tema nuevo, sino que por el

contrario ha sido un tema poco tratado o desarrollado. Y es que como lo



señaió el jurista Capeiietti, la reviviscencia de la ley tiene lugar cuando una

disposición que derogaba otras es deciarada inconstitucional, recobrando

vigencia aquelias que habían sido oerogacias y que no reñían con la

Constitución.

llo debemos confundir la reviviscencia de la iey, con los efectos de la

derogatoria de la ley, contenidos en el artículo 37 del Código Civil, el cual

estabiece que: "una ley clerogacia no revivirá por soias las referencias que a

eila se hagan, ni por iraber sroo aootrrja ia rey que ia derogo. Una trisposición

derogada sólo recobrará su fuerza en la forma en que aparezca reproducida

en una iey nueva, o en el caso de que ia ley posterior a la derogatoria

estabiezca de modo expreso que recobra su vigencia.".

Y es que dicha norma se refiere exclr-rsivamenie a la derogatoria de la

ley, y no a Ia declaratoria de inconstitucionalidad que son fenómenos

distintos, aunque existan similitudes entre dichas figuras, en cuanto al efecto

erga omnes y respecto a que en principio la vigencia es profuturo, salvo casos

especiales. En ese sentido, la derogatoria es un fenómeno de teoría

iegisiativa doncie no sólo juega lo jurídico síno la conveniencia político-social

del momento, mientras que en tanto la declaraioria de inconstitucionalidad es

ei fenómeno producido por ser la norma demandada contraria al

or cieriamienio constitucional.

Una declaratoria de inconstitucicnalidad scbi-e una norma que derogaba

otras que no hubiesen sido calificadas de inconstitucionaies, que no pudiese

tener la capacidad de restablecer la vigencia de las normas que la ley
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inconstiiucional derogó, convertiría a la demanda de inconstitucionalidad en

un mecanismo de control constitucional ineficaz, vulnerándose la supremacía

cje ia Constitución y la guarda de la misma, labor constitucionalmente

oiorgada al Pleno de la Corte Suprema de Justicia.

Por otra parte, como es sabido las decisiones de la Corte proferidas en

materia de inconstitucionalidad son finales, definitivas, obligatorias y no tienen

efecto retroactivo, artículo 2573 del Código Judicial.

La Corte en innumerables fallos ha explicado que las sentencias de

inconstitucionalidad no tienen efecto retroactivo, cuando se trate de normas

iegales las que se declaran inconstitucionales, como sucede en el presente

caso. Por lo tanto, aquellos acios celebrados antes de la declaratoria de

¡nconstitucionalidad de la Ley No,24 de I de abril de 2013, no se verán

afectados con la presente sentencia.

Visto lo anterior, corresponde a este Pleno declarar que con esta

sentencia de inconstitucionalidad recuperan vigencia aquellas normas que

regulaban y daban sustento jurídico a la Dirección General de lngresos del

fVlinisterio de Economía y Finanzas, asÍ como aquellas que fueron

subrogadas, específicamente el Decreto de Gabinete 109 de 7 de mayo de

1970. y sus modificaciones.

Por lo tanto, lo que corresponde al Fieno de la Corte Suprema de

Justicia, en virtud de la obiigación de guarda de la integridad de la

Constitución impuesta por el ar1ículo 206 del texto ccnstitucional, es declarar
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inconstitucional ia i-ey No.24 de I de abril de 2a13, que crea la Autoridad

Nacional de ingresos Públicos, por ser violatoria de la Carta Magna.

Parie Resolutiva

En consecuencia y en virtud de io incjicado, el Fleno de la Corte

Suprema, administrando justicia en nombre cie ia República y por autoridad

de la Ley, DECLARA INCONSTITUCIONAL ia Ley No.24 de I de abril de

2013, que crea la Autoridad Nacional de los lngresos Pribiicos, con Io cual

recupera vigencra ei Decreio de Gabi¡rete-iSS cje i de rr¡ayü de'1970, y sus

modificaciones.

hIOTIFÍQUESE,
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